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Magistrado Ponente:                      
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Temas:    DEBIDO PROCESO/ IMPUTACIÓN DE PAGOS EN EL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL/  IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN PARA ORDENAR  REEMBOLSO DE SUMAS PAGADAS EN EXCESO, POR CONCEPTO DE APORTES PENSIONALES/ INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES/ CONFIRMA.
Respecto a la afectación del debido proceso a que se hace referencia en la impugnación, percibe la Sala que tampoco sobre este tópico se constata responsabilidad por parte de la llamada a juicio, pues conforme se citó con precedencia, el DUR 780 de 2016 al regular la imputación de pagos en el sistema pensional, permite cancelar los aportes en mora con el remanente resultante, luego de realizar los pagos señalados como prioritarios en la misma disposición.
Ahora, si la discusión gira alrededor de la inexistencia de la deuda que pretende Colpensiones saldar con los dineros, que asegura el actor pagó de más, es una controversia que debe conocer el juez natural, como también la que se presente en torno a la legalidad de dicho proceder.

De acuerdo con lo expuesto, advirtiendo que no resulta procedente por este medio disponer el reembolso de la suma reclamada por el actor, dado que la acción de tutela no fue prevista para satisfacer pretensiones económicas, ni para suplir trámites administrativo, además de no advertir la vulneración de los derecho fundamentales que se reprochan vulnerados, la protección reclamada debe negarse, tal como lo dispuso el juzgado de conocimiento.

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciséis de agosto de dos mil dieciocho 

Acta N° 0        de 16 de agosto de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación formulada por HÉCTOR DE JESUS LONDOÑO LONDOÑO contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 9 de julio de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve a COLPENSIONES.
ANTECEDENTES
Indica el señor Héctor de Jesús Londoño Londoño que el día 18 de abril de 2018, a través de la plataforma electrónica “pago simple” canceló lo aportes a seguridad social de período de cotización de diciembre de 2017 y período de servicio de enero de 2018, cuando en realidad ese mismo ciclo había sido oportunamente pagado el 6 de enero de 2016, generándose así un doble pago por el mismo interregno.

En virtud a la inconsistencia anterior, el día 19 de abril de 2018 solicitó a Colpensiones la devolución de la suma de $7.133.600, correspondientes a los aportes que en exceso realizó, petición que fue negada al verificar que el empleador registraba una deuda real con dicha entidad.

La decisión de la entidad, a su parecer, desconoce el derecho fundamental a la igualdad, en consideración a que los fondos privados, ante igual petición, accedieron a devolver lo doblemente pagado, por lo que solicita la protección del juez constitucional, para que, de manera transitoria, se ampare dicha garantía constitucional y se ordene a Colpensiones el pago de la suma reclamada.
TRÁMITE IMPARTIDO

El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad por auto de fecha 22 de junio de 2018 admitió la acción de tutela contra Colpensiones y le concedió el término de dos (2) días para que ejerciera su legítimo derecho de defensa. 

Oportunamente vinculada al trámite, la Administradora Colombiana de Pensiones, a pesar de que admitió los hechos de la acción relacionados con la solicitud del actor y la negativa de la entidad a la petición de reembolso, adujo en su defensa que la decisión tuvo como fundamento la deuda real y presunta que la “EMPRESA DE EMPLEOS TEMPORALES PROSPEREMOS”, tiene con esa entidad.
Además de considerar que no ha vulnerado derecho alguno del tutelante, sostiene que no se dan los presupuestos necesarios para legitimar la intervención del juez constitucional, ya que la acción de tutela fue concebida como un mecanismo subsidiario y residual, mientras que lo pretendido por el actor bien puede reclamarse a través de los medios ordinarios de defensa, los cuales no han sido calificados de ineficaces y no hay noticia en el proceso que con la decisión de la entidad, se haya configurado un perjuicio irremediable que obligue decidir de fondo la presente acción por esta vía.
En sentencia de fecha 9 de julio de 2018, el Juzgado de conocimiento negó la protección solicitada, por considerar que, al no evidenciarse la ocurrencia de un perjuicio irremediable, el actor debía acudir a la vía ordinara para lograr el reembolso pretendido. 
Inconforme con la decisión, la parte actor a impugnó alegando que Colpensiones no hizo uso de los mecanismos previstos legalmente para efectuar el cobro de la deuda, a los cuales debía acudir antes de hacer cruces de cuentas, pues tal proceder no se encuentra avalado por la Ley, lo cual resulta vulneratorio de debido proceso.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Procede la acción de tutela para solicitar en reembolso de sumas pagadas en exceso, por concepto de aportes pensionales?
1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

La anterior posición ha sido asumida por el máximo órgano de cierre en materia constitucional, pues aunque ha establecido, como regla general que la acción de tutela no es el medio idóneo para ventilar conflictos económicos, ha considerado de manera excepcional, la posibilidad de acudir a éste medio cuando el mecanismo ordinario no resulta eficaz o se está ante la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Es así que en sentencia T-9003-14 esa Alta Magistratura indicó:
“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias. “
2. DERECHO A LA IGUALDAD

La copiosa jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de igualdad constitucional, consagrado de manera expresa en el artículo 13 de la Carta, impone la obligación a todas las autoridades del Estado de proteger y suministrar el mismo trato a las personas sin distingo de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; sin embargo, el ejercicio de tal garantía no implica la prohibición expresa de que puedan establecerse diferencias.  

En efecto, el principio de igualdad constitucional no excluye el trato diferenciado, por lo tanto, la igualdad en sí concebida no se traduce en la obligación automática del legislador de asignar a todos los asociados idéntico tratamiento jurídico, porque no todos ellos se encuentran colocados dentro de similares situaciones fácticas ni en iguales condiciones personales.

3. DEBIDO PROCESO
El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-1263 de 2001, esta Corporación sostuvo:
“El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitucionalmente como la garantía que tiene toda persona a un proceso justo y adecuado, esto es, que en el momento en que el Estado pretenda comprometer o privar a alguien de un bien jurídico no puede hacerlo sacrificando o suspendiendo derechos fundamentales. El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se pretenda –legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.”
4. DE LA IMPUTACION DE PAGOS EN EL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL.

El Decreto Único Reglamentario del Sector Salud y Protección Social (DUR 780 de 2016) estableció en su artículo 3.2.1.13. Imputación de Pagos en los Sistemas de Seguridad Social en Salud, Pensiones y Riesgos Laborales, señalando específicamente, para el caso de la pensiones, cómo opera este proceso.  Esa así entonces que la misma opera sobre la “base el total de lo recaudado para cada uno de dichos riesgos” y específicamente para el sistema pensional, de acuerdo con las siguientes prioridades 
“a). Cubrir los aportes voluntarios realizados por los trabajadores.

b). Cubrir las obligaciones con el Fondo de Solidaridad Pensional.

c). Cubrir la obligación con el Fondo de Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual.

d). Aplicar al interés por mora por los aportes no pagados oportunamente correspondiente al período declarado.

e). Cubrir las cotizaciones obligatorias del período declarado. Se entienden incluidos los aportes para la pensión de invalidez y sobrevivientes, al igual que los gastos de administración y reaseguro con el Fondo de Garantías.

f). Acreditar lo correspondiente a aportes voluntarios efectuados por el empleador en favor de sus empleados.”
Más adelante, el parágrafo 3º señala “Para efectuar la imputación de pagos conforme a las prioridades previstas en el presente artículo, se tomará como base el período determinado por el aportante en la respectiva declaración o comprobante de pago.  Si después de cubiertos todos los conceptos aquí contemplados existiere un remanente, el mismo se aplicará al periodo de cotización más antiguo, siguiendo el mismo orden de prioridades establecido”.
5. CASO CONCRETO
En presente asunto, el actor se duele de la negativa de Colpensiones de devolverle la suma de $7.133.600 correspondiente al pago de los ciclos diciembre de 2017 y enero de 2018, lo cuales ya habían sido cancelados oportunamente, lo cual considera una vulneración al debido proceso en el entendido que la razón que alude la entidad para no hacerle el reembolso, es el cobro de una deuda real de la patronal “EMPRESA DE EMPLEOS TEMPORALES PROSPEREMOS S.A.S”, de la cual es representante legal, mecanismo que considera, no es el establecido legalmente para autorizar el cruce de cuentas a su favor.
Para lo que corresponde a la solución del problema jurídico planteado, debe decirse que resulta evidente que el fundamento de la acción impetrada por el actor no tiene relevancia constitucional, en la medida en que lo reclama por esta vía es el reembolso de una suma de dinero, lo que indica que se trata de un conflicto económico cuya solución se encuentra vedada a la jurisdicción constitucional, pues como se indicó con anterioridad ante esta se reclama la protección de garantías fundamentales y no de otra índole.
Ahora, no niega la Sala que en algunos eventos, éste tipo de asuntos pueden ser estudiados a fondo por el juez de tutela, pero únicamente cuando se demuestra la ocurrencia de un perjuicio irremediable que torne ineficaces los mecanismos ordinarios de defensa judicial, lo cual aquí no ocurre ya que, ni el actor alegó tal situación, ni de la actuación se infiere acreditado dicho presupuesto de procedibilidad.
Pero más allá de lo dicho, bien podría decirse que lo esbozado en el libelo inicial no logra acreditar la vulneración del derecho a la igualdad que alude el peticionario, dado que ninguna prueba aportó al plenario que permitiese evidenciar un trato discriminatorio y  arbitrario por parte de Colpensiones, que permitiera concluir que la entidad en asuntos como el que se ventila ante la jurisdicción constitucional, obró de manera contraria, sin que sean suficientes argumentos tales como que Porvenir y Axa Colpatria, ante el requerimiento de la devolución de lo pagado en exceso por concepto de aportes pensionales, accedieron a la pretendido, no sólo porque son entidades diferentes a la accionada, sino porque se desconoce cuál era el estado de cuenta de la “EMPRESA DE EMPLEOS TEMPORALES PROSPEREMOS S.A.S.” en estos fondos privados.
Respecto a la afectación del debido proceso a que se hace referencia en la impugnación, percibe la Sala que tampoco sobre este tópico se constata responsabilidad por parte de la llamada a juicio, pues conforme se citó con precedencia, el DUR 780 de 2016 al regular la imputación de pagos en el sistema pensional, permite cancelar los aportes en mora con el remanente resultante, luego de realizar los pagos señalados como prioritarios en la misma disposición.
Ahora, si la discusión gira alrededor de la inexistencia de la deuda que pretende Colpensiones saldar con los dineros, que asegura el actor pagó de más, es una controversia que debe conocer el juez natural, como también la que se presente en torno a la legalidad de dicho proceder.

De acuerdo con lo expuesto, advirtiendo que no resulta procedente por este medio disponer el reembolso de la suma reclamada por el actor, dado que la acción de tutela no fue prevista para satisfacer pretensiones económicas, ni para suplir trámites administrativo, además de no advertir la vulneración de los derecho fundamentales que se reprochan vulnerados, la protección reclamada debe negarse, tal como lo dispuso el juzgado de conocimiento.
En el anterior orden de ideas, encontrando que no existe mérito para modificar la decisión de primer grado, la misma será confirmada.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 9 de julio de 2018.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                                    Salva voto
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